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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que, tal como ha señalado el accionante, hasta la fecha no se ha dado por parte de la Presidencia de la República, a través de cualquiera de sus funcionarios delegados para tal fin, una respuesta que sea concreta y de acuerdo a los temas planteados dentro del derecho de petición presentado por el libelista el pasado 14 de diciembre. (…) [E]ncuentra esta Corporación que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; y en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante al no darle una respuesta que resulte concreta con la solicitud presentada por él, y bajo ese contexto lo pertinente será conceder el amparo del derecho fundamental de petición del cual es titular el señor José Arquidio Guerra Montero.”.
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ASUNTO

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ ARQUIDIO GUERRA MONTERO en contra de la PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y el MINISTERIO DEL INTERIOR, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición.
ANTECEDENTES
Manifestó el accionante que el 13 de diciembre de 2016 envió al correo electrónico del Ministerio del Interior un derecho de petición dirigido a la Presidencia de la República; sin embargo, no ha recibido respuesta alguna frente a la misma, y al respecto sólo le han dicho que debe seguir esperando.  
TRÁMITE PROCESAL

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 18 de enero del presente año, fue admitida mediante auto del día siguiente en el cual se ordenó la notificación y traslado a la Presidencia de la República y el Ministerio del Interior, en la forma indicada en la ley.
Posteriormente, mediante auto del 30 de enero del presente año se dispuso la vinculación del Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, y de los Ministerios de Agricultura y Hacienda, al encontrarse que los temas planteados dentro del derecho de petición al que ha hecho referencia el accionante pueden tener relación con asuntos que son de competencia de dichas Carteras Ministeriales.  
DECLARACIÓN DEL ACCIONANTE

El día de hoy se acercó a este Despacho el señor José Arquidio, a quien se le puso en conocimiento de lo manifestado por la Presidencia de la República a través de apoderada, y una vez revisó los documentos adjuntos, con los cuales aduce la accionada que ya se pronunció acerca de su derecho de petición, mostró el accionante su inconformidad respecto de éstos, por lo tanto, se procedió a tomarle declaración para que explicara el motivo de su inquietud. 
Expuso que la encartada no se pronunció frente a todos los planteamientos: no dijo nada sobre la posibilidad de viajar a Ecuador para asistir a los Diálogos de Paz que se van a realizar allí próximamente, con el apoyo económico que para ese viaje requiera; tampoco abordó el tema de la “repatriación” de los presos por delitos políticos en Estados Unidos. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS

MINISTERIO DEL INTERIOR: manifestó a través del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de ese Ministerio, que en efecto el accionante dirigió una petición al correo institucional de esa entidad el 14 de diciembre de 2016, pero del mismo se dio traslado por parte de la Coordinadora del Grupo de Servicio al Ciudadano a la Presidencia de la República el 19 de diciembre de 2016; remisión de la cual se le informó al señor Arquidio.  
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA: por intermedio de apoderada aclaró que según el artículo 159 Constitucional, el Presidente de la República no puede comparecer a un proceso como representante legal de ninguna entidad pública, ni siquiera cuando el ente involucrado sea el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, pues en ese caso le correspondería a su Director hacerlo.

A pesar de lo anterior, el Director de dicho Departamento Administrativo no tiene capacidad para representar judicialmente a ninguna de las autoridades que podrían tener legitimidad en el presente asunto. 

Sin embargo, refirió que esa Dependencia ha emitido dos respuestas a las solicitudes presentadas por el accionante, mediante oficios del 27 de octubre y 30 de diciembre de 2016.     

MINISTERIO DE HACIENDA: indicó su Asesora y representante Judicial que esa Cartera Ministerial no ha vulnerado ningún derecho fundamental del libelista, pues como bien lo menciono éste, la trasgresión se predica de otras entidades, como son la Presidencia de la República y el Ministerio del Interior.  
MINISTERIO DE AGRICULTURA: a través del Coordinador del Grupo de Atención de Procesos Judiciales y Jurisdicción Coactiva de la Oficina Asesora Jurídica expuso que el Señor José Arquidio no ha realizado ningún requerimiento a esa entidad relacionada con los hechos que dieron origen a la acción de tutela. 

Resaltó que ese Ministerio no tiene competencia para tomar decisiones como las solicitadas en esta acción constitucional, pues hacen parte de la órbita de decisiones del Jefe de Estado, por lo tanto existe frente a esa Entidad una falta de legitimación por pasiva.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación establecer, si por parte de alguna de las accionadas, se ha vulnerado el derecho fundamental de petición del señor José Arquidio Guerra Montero, al no pronunciarse de fondo frente al derecho de petición que presentó el 13 de diciembre de 2016, dirigido a la Presidencia de la República.
3. Solución: 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.” 

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”. 

“k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

Del caso concreto:

En el caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, se tiene que el señor José Arquidio Guerra Montero presentó una petición dirigida a la Presidencia de la República, la cual se constató que fue recibida en el buzón de correo electrónico del Ministerio del Interior el 14 de diciembre de 2016, y posteriormente remitida a su destinatario el 19 de diciembre. 
De la lectura de la misma se desprenden dos solicitudes concretas, una de ellas está relacionada con la intención de asistir a las conversaciones sobre Diálogos de Paz que se realizarán próximamente en Quito, Ecuador, y de lo cual manifiesta en su escrito, se le indicó por parte de la Presidencia el 23 de noviembre de 2016 que tenía la posibilidad de participar, adicionalmente planteó la duda sobre las condiciones para realizar su viaje a ese lugar, y si es que se le prestarían los recursos económicos para tal fin. 
La otra solicitud planteada allí, tiene que ver con su iniciativa de participación en lo referente a la reforma agraria que se dé como resultado de dichos acuerdos, en donde él está dispuesto a colaborar desarrollando orientación en la comunidad en algunos municipios de los Departamentos de Caldas, Tolima y Risaralda, entre otros, para promover dicha reforma e incentivar la agricultura orgánica, y demás transformaciones generadas de la misma, así como los proyectos en ese sentido para pequeños y medianos agricultores, y familias dedicadas al campo.
Por último, se esboza confusamente un tema que tiene que ver con personas pertenecientes a las FARC que se encuentran procesadas en Estados Unidos por delitos políticos, debiendo ser, a su consideración, procesados en Colombia, según establece la Constitución Política.     
De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que, tal como ha señalado el accionante, hasta la fecha no se ha dado por parte de la Presidencia de la República, a través de cualquiera de sus funcionarios delegados para tal fin, una respuesta que sea concreta y de acuerdo a los temas planteados dentro del derecho de petición presentado por el libelista el pasado 14 de diciembre.  

Ahora, si bien es cierto, a folio 24 del encuadernado se observa un documento que adjuntó la apoderada del DAPRE, con el cual pretende demostrar que ya resolvió la solicitud presentada por el accionante, debe decirse que revisado el contenido de la misma, se puede observar claramente que ésta es completamente imprecisa y no guarda relación con lo planteado en la petición, pues simplemente se limita, sin abordar el caso concreto, a decir que se tomará nota de su iniciativa y se le explica la finalidad de los Acuerdos de Paz, en lo referente a la reforma agraria.  
Bajo esas condiciones, encuentra esta Corporación que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; y en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante al no darle una respuesta que resulte concreta con la solicitud presentada por él, y bajo ese contexto lo pertinente será conceder el amparo del derecho fundamental de petición del cual es titular el señor José Arquidio Guerra Montero. 

Dicho lo anterior, se hace necesario establecer a quién debe endilgarse la responsabilidad de dar cumplimiento a las órdenes que mediante esta sentencia se profieran, ello porque a pesar de haberse dirigido el pluricitado derecho de petición a la Presidencia de la República, de quien su máximo representante es el Jefe de Estado Juan Manuel Santos Calderón, no puede pasarse por alto que ésta tiene una estructura organizacional compleja; de esta forma, se tiene que el artículo 56 de la ley 489 de 1998 establece que “(…) La Presidencia de la República estará integrada por el conjunto de servicios auxiliares del Presidente de la República y su régimen será el de un Departamento Administrativo.”. 
Partiendo de esa base, es oportuno acudir al Decreto 1649 de 2014, que expresa en su artículo 1º: “Objeto. Corresponde al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República asistir al Presidente de la República en su calidad de Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa en el ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y prestarle el apoyo administrativo necesario para dicho fin” 
A su vez, el artículo 3º de la misma norma indica que son funciones generales del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, entre otras: 
“2. Organizar, dirigir, coordinar y realizar directamente, si fuere el caso, las actividades necesarias que demande el Presidente de la República, para el ejercicio de las facultades constitucionales que le corresponde ejercer, en relación con los órganos del Estado que integran las ramas del poder público y los demás órganos estatales, autónomos e independientes. 
3. Colaborarle al Presidente de la República en su deber de garantizar los derechos y las libertades de todos los colombianos.
4. Organizar, asistir y coordinar las actividades necesarias que demande el Presidente de la República, para el ejercicio de las facultades constitucionales que le corresponde ejercer como Jefe del Estado y suprema autoridad administrativa, y disponer lo necesario, según sus instrucciones, para la eficiente y armónica acción del Gobierno, representándolo, cuando así lo demande, en la orientación y coordinación de la administración pública y de sus inmediatos colaboradores en la acción de Gobierno. 
5. Asistir al Presidente de la República en el cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales.”
Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, queda claro que corresponde al Director del Departamento Administrativo emitir una respuesta de fondo a la solicitud presentada por el accionante el 14 de diciembre de 2016.   
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE
PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ ARQUIDIO GUERRA MONTERO, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: ORDENAR al DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA que en el término de cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, de respuesta de fondo a la solicitud presentada por el señor José Arquidio el 14 de diciembre de 2016.  
TERCERO: DESVINCULAR del presente asunto al MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA, MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, y MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL. 
CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-377 de 2000


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-249 de 2001.
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